
 

 

 

                                                                

 

 

“Derecho Administrativo” 

(Unidad III) 

 

Catedratico: Lic. Julio Cesar Vazquez Espinosa 

Presenta:Nallely Cristel Méndez Osuna 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



SILENCIO ADMINISTRATIVO 

El silencio administrativo podría ser definido como una “ficción jurídica” creada con el fin 

de proteger a los particulares frente a una Administración poco diligente. En otras palabras: 

ante los constantes incumplimientos por parte de las Administraciones Públicas de 

su obligación de responder a las solicitudes de los particulares, se hizo necesario arbitrar algún 

mecanismo que permitiera a los ciudadanos reaccionar frente a ese mutismo de los entes 

públicos, y así, aparece en nuestro ordenamiento jurídico la figura del silencio administrativo 

negativo, pensado como un instrumento para abrir la vía jurisdiccional y salvar al ciudadano 

de tener que esperar eternamente a que la Administración decidiera cumplir con sus funciones. 

La figura del silencio administrativo es una vieja conocida de nuestro ordenamiento jurídico. 

Sin embargo, y pese a que podría parecer que después de, al menos, 60 años (porque el 

silencio ya aparecía en la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958), ya poco podría 

quedar por decir del silencio, este sigue siendo objeto de debate entre juristas y dando lugar 

a pronunciamientos judiciales. 

El procedimiento administrativo es el cauce de actuación de las Administraciones Públicas, y 

tiene como resultado un acto administrativo, que no es más que la decisión que toma una 

Administración en un asunto concreto. Dicho procedimiento puede iniciarse de dos formas: De 

oficio, que es cuando lo inicia la propia Administración, o a solicitud del interesado. 

 

El silencio administrativo opera como un mecanismo que permite, en caso de inactividad por 

falta de resolución en procedimientos administrativos, imputar a la administración de 

que se trata un acto administrativo presunto, que tendrá la condición de 

verdadero acto, en caso de que las reglas del silencio lo configuren como estimatorio y que, 

por el contrario, será mera ficción jurídica, si se configura como desestimatorio. 

 

Hablar del silencio administrativo es hacer referencia a aquella doctrina según la cual, el 

legislador le da un valor concreto a la inactividad, inercia o pasividad de la administración frente 

a la solicitud de un particular, haciendo presumir la existencia de una decisión administrativa, 

algunas veces en sentido negativo y otras en sentido afirmativo. En nuestro régimen federal, 

la doctrina del silencio administrativo ha encontrado su principal aplicación en la figura de la 

negativa ficta, regulada en el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, y aplicable en 

general a todas las solicitudes presentadas ante las autoridades fiscales que no hayan sido 

resueltas en el plazo de cuatro meses. Por el contrario, la teoría del silencio administrativo y 



especialmente su versión en sentido afirmativo -conocida en nuestro medio como afirmativa 

ficta por asimilación a la expresión utilizada en el Código Fiscal-, no ha encontrado una franca 

recepción en la legislación administrativa federal, pues a la fecha no existe ningún precepto 

en donde se le recoja como regla general aplicable a todos los casos de solicitudes o 

expedientes instruidos por los órganos públicos a petición de los particulares. 

ARTICULO 12 DOF.- La Secretaría de Patrimonio y Fomento Industrial deberá resolver sobre 

la procedencia o improcedencia de la inscripción en el Registro Nacional de Transferencia de 

Tecnología, dentro de los 90 días hábiles siguientes a aquel en que se presenten ante el mismo 

los documentos en que consten los actos, convenios o contratos a que se refiere el artículo 

segundo. Transcurrido este término sin que se hubiere dictado resolución, el acto, convenio o 

contrato de que se trate deberá inscribirse en el Registro Nacional de Transferencia de 

Tecnología. 

Bajo este supuesto se está en presencia de relaciones entre la administración y los 

particulares, relaciones en donde aquélla interviene como titular de facultades prohibitivas. 

Nuevamente es de destacar que el pronunciamiento expreso de la administración no es 

indispensable cuando el acto sometido a su aprobación (en el ejemplo el contrato) se ajusta a 

las prevenciones legales, pues no desarrolla una función conformadora, es decir, no añade 

ningún elemento al contenido del acto mismo. La adopción de la afirmativa ficta en este 

supuesto obedece a que la concurrencia de la administración a través de una manifestación 

expresa de su voluntad, sólo se hace necesaria cuando el acto del particular no es conforme 

a derecho. Así, la labor del órgano público se traduce simplemente en una prohibición (veto) 

que impide al acto sometido a aprobación surtir efectos cuando contraría el ordenamiento 

legal. 

 

Podemos decir que el Silencio Administrativo sin calificar si es positivo o negativo, es una 

técnica administrativa por la cual se entiende o se puede entender cuando la ley manda que 

sea así, o se puede entender si es el ciudadano el que se acoge al Silencio. 
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